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SEÑOR PRESIDENTE (Brenta).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir al Presidente de la CUDECOOP, señor Danilo Gutiérrez, al 
Vicepresidente señor Juan Pedro Houmnie, al Gerente General señor Ruben Sánchez y al señor Vicente 
Addiego, quienes se referirán al proyecto de ley a estudio. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Hemos distribuido a todos los legisladores algunos documentos que se 
elaboraron en distintos momentos. En una parte se habla de una ponencia realizada en 2001, momento 
en el que ni siquiera existía un proyecto sino lineamientos generales. Luego de diversos acuerdos, 
llegamos a redactar un proyecto de ley con una filosofía e identidad claras. También va a haber 
distintas presentaciones que podrán servir como fundamentación general. 


En la parte final del proyecto de ley se detalla el último Encuentro Nacional de Cooperativas; las 
transparencias podrán orientarnos sólo en la parte general. Sin embargo, debemos tener presente los 
antecedentes y las lecciones que estos nos dejaron, para ensayar una posible metodología de trabajo. 
Asimismo, aparecen las características más destacables del proyecto. 


(Se proyectan imágenes) 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Esta presentación es simplemente una guía. 


Debemos tener presente que este es el cuarto intento para lograr una ley general de cooperativas, lo que nos 
puede servir para no cometer los errores del pasado. El primer intento fue a principios de los años 70; en ese 
momento en el Poder Ejecutivo el ingeniero Soneira era quien estaba más consustanciado con el tema y 
después del golpe todo esto se cortó. Con el renacimiento democrático hubo una segunda posibilidad. Hay 
que recordar que recién en ese momento se estaba configurando la Mesa Nacional Intercooperativa; por lo 
tanto, había mucha dispersión de opiniones y dificultades para lograr consensos, lo que seguramente pesó 
fuertemente. 


En el año 1991, cuando nacía la Comisión Honoraria con varios cometidos aparecieron dos factores de 
frustración que debemos tener presentes. 


Uno de ellos era que el proceso de maduración interna del movimiento cooperativo todavía era muy reciente 
y, por lo tanto, tenía sus debilidades. Luego de que una comisión técnica y jurídica trabajara fuertemente y 
lograra un texto consistente con un espíritu y una finalidad claros, en la etapa final, una vez redactado, se 
sometió a la consideración de los miembros de CUDECOOP y la resultante fue una serie de modificaciones 
tales que le hicieron perder identidad. En definitiva, era un proyecto que nadie asumía como propio y que no 
resolvía los problemas generales. 


En esta última etapa, todo esto nos condujo a tomarnos el tiempo que fuera necesario para lograr los 
máximos consensos, determinar qué problemas queríamos resolver, cuáles eran los conceptos en particular y 
después llegar a un articulado; eso llevó bastante tiempo. Este documento tiene algo de transaccional en 
cuanto a los capítulos especiales. Nos podemos preguntar ¿es que hay tanto disenso? No. Es como una 
negociación entre muchos países porque cada uno tiene una legislación separada; cada rama de actividad 
tiene diferentes reglas de juego y cuando se quiere lograr una legislación uniforme es muy difícil porque se 
viene de prácticas distintas. Este proceso ya se realizó y lo queremos recalcar. Por supuesto que hay mil 
mejoras para hacerle y para nada es un texto cerrado. Además, no le podemos imponer un texto a los 
legisladores; se trata simplemente de una base de trabajo. 


En definitiva, el proyecto recoge la visión ampliamente mayoritaria del movimiento cooperativo organizado 
y articulado. Esto no quiere decir que no haya actores individuales -la afiliación no es obligatoria- que 
piensen distinto; al contrario los hay pero evidentemente no se puede desconocer el resultado de un consenso 
tan amplio. Decimos esto en base a las debilidades que en su momento tuvo el movimiento cooperativo y que 
trató de superar aun a costa del tiempo que le requería. 


Lo mismo ocurrió en el Estado. Si bien la Comisión Honoraria de Cooperativismo era asesora de la 
Presidencia de la República, tenía como función coordinar los distintos Órganos estatales que tuvieran que ver 
con cooperativas, era un órgano de consulta necesario en materia legislativa y la finalidad fundamental era 
propiciar una ley general de cooperativas. De hecho el proceso de consulta que se hizo desde el Poder 
Legislativo llevó a que hubiera decenas o centenas de reparticiones estatales que algo tenían que ver con las 
cooperativas. Cuando se ingrese al estudio detallado del proyecto lo van a ver claramente. Esto supuso una 
ronda que llevó más de un año, lo que desestimuló totalmente el proceso de estudio y, también, una cantidad 
muy grande de observaciones que hasta podrían ser contradictorias entre sí porque eran visiones parciales 
que tenía una repartición pública. 


En el período anterior mantuvimos conversaciones con algunos legisladores, quienes estaban contestes en 
buscar alguna metodología de trabajo que permitiera ir armonizando progresivamente las visiones para que 
surgiera un texto mejorado, que tuviera un contenido armónico, que es lo que pretendemos, sin cerrarle el 
paso a las opiniones de los demás. Eso es interesante; es uno de los aspectos en los que hay que trabajar. Lo 
referido a las características vamos a verlo en el desarrollo de la exposición. 


Las fuentes que manejamos son leyes del resto de América -nuestra legislación es la más antigua y la más 
defectuosa-; la normativa argentina -que es de los setenta pero, en su momento, sirvió como referencia-, y el 
proyecto de ley marco de la Organización de Cooperativas de América, de 1988, que fue el inspirador de la 
mayoría de las reformas que hubo en Latinoamérica. Es un proyecto sencillo, anterior al Congreso de la 
Alianza Cooperativa Internacional, que redefinió los principios y trató de actualizarlos con respecto a la 
problemática empresarial universal y, por ende, algo distinto tiene pero, de todos modos, significa un paso 
adelante. El proyecto tiene la virtud de que, como marco general, llegó a aproximar los contenidos de la 
legislación de distintos países de América, y uno tiene que pensar que eso no es menor en procesos de 
integración. 


La fuente más reciente -y que tenemos a mano- es toda la legislación española, la ley general de 1999 y todas 
las leyes de las comunidades autónomas. Como en España hay una ley de cooperativas por cada comunidad 
autónoma, desde 1999 hasta 2003 o 2004 se aprobaron catorce o quince leyes sucesivas que nos sirven de 
referencia porque se parecen mucho, pero fueron tratando de resolver problemas que se presentaron a sus 
antecedentes. O sea que ahí hay toda una cantera. Ellos dicen que son el país que tiene mayor número de 
normas sobre cooperativas en todo el mundo, y es cierto; además, son muy recientes y recogen las tendencias 
universales. Nosotros tomamos algunos institutos, no el estilo ni el nivel de detalle, que pienso que es propio 
de la legislación del país. Ellos llegan a un reglamentarismo enorme; prácticamente elaboran un código. 


Además, tenemos como fuente el Código Cooperativo de Portugal. Podemos facilitar a la Comisión todos 
esos antecedentes. 


No pensamos detenernos ahora en el articulado; solo vamos a explicar el por qué de la reforma y los cambios 
que ha habido, a fin de dar un marco al tema. 


En cuanto a los principios cooperativos podemos decir que en nuestra legislación sobre cooperativas hay solo 
una norma que los menciona: la Ley Nacional de Vivienda. La mención es genérica pero importante porque 
los reconoce. 


Los principios cooperativos prácticamente surgen con los pioneros, que en 1844 se dieron determinadas 
normas prácticas de funcionamiento. Cuando se conforma la Alianza Cooperativa Internacional, recoge estos 
principios que fueron reformulados en distintas épocas: en 1930, en 1966 y en 1995. Estas fechas no son 
antojadizas; corresponden a la primera posguerra, al mundo bipolar y con otra evolución de la economía 
mundial, y al momento presente. Si analizamos el contenido de los principios que cambiaron advertimos que 
la legislación atiende la misma problemática que estábamos considerando. 


Entre los principios se mantienen la membresía abierta y voluntaria, la gestión democrática o el control 
democrático -hay algunos matices pero estos son principios tradicionales e inamovibles- y la participación 
económica de los miembros. Estos tres pueden ser clásicos principios jurídicos, porque son principios de 
funcionamiento; los otros tienen más que ver con la filosofía y con la identidad. 


El principio de participación económica fue uno de los que cambió, y no por casualidad; por lo tanto, es una 
de las cuestiones a resolver en la legislación. Antes había dos principios: uno de retorno cooperativo y otro de 
interés limitado al capital, en los que quedaba clarísimamente expuesto el rol subordinado que tiene el capital 
en una cooperativa y la preeminencia de la persona. La ACI no renuncia a la preeminencia de las personas, 
pero en un momento como el actual, pretendió flexibilizar el principio a efectos de lograr instrumentos de 
capitalización que hicieran a las cooperativas competitivas, porque alguien podría pensar que se tendería a su 
desaparición. Por ello, la ACI permite una cantidad de mecanismos de capitalización o financiamiento por 
otras vías que antes, con principios tan ortodoxos, era imposible manejar. Eso está recogido en nuestro 
proyecto. 


En cuanto a la participación económica de los socios y a la faz empresarial tenemos todo el tema de 
consorcios, asociaciones de cooperativas y fuera del movimiento, etcétera que en su momento era más 
cuestionable pero hoy está claramente expuesto. Este es otro de los cambios que resulta clave y que se 
requería; hay que tener en cuenta que en la ACI están los exponentes más poderosos del movimiento 
cooperativo internacional, y encontraban trabas para su desarrollo. 


Otro de los principios es la autonomía del Estado y la independencia tanto de partidos políticos como de otros 
poderes o entidades. En 1966 se reafirmó este principio que había quedado en un segundo nivel y ahora 
también se refuerza. 


El principio de educación, entrenamiento e información tiene que ver con cómo se fortalecen la identidad 
cooperativa y las herramientas de desarrollo del potencial humano que estas tienen, que es el ingrediente 
fundamental de la combinación de factores de producción en una cooperativa. En el mundo la tendencia es 
esa. Entonces, se amplía el contenido. 


El principio de cooperación entre cooperativas y formas de integración ya existía y, si bien la tradición 
recogía el compromiso con la comunidad y con el desarrollo sustentable, no estaba entre los principios. La 


reformulación supone un mundo distinto y respuestas más flexibles que, de alguna manera, están 
incorporadas en el proyecto. 


Adelantándome a la consideración del articulado puedo decir que si uno mira las leyes de otros países 
advierte que, en algunos casos, reprodujeron los nombres de los principios cooperativos pero no sus 
contenidos, porque su formulación es muy amplia. En otros casos, se dice que se rigen por los principios de 
la ACI pero hay un tema legal: ¿cómo hacer mención en una ley nacional a una organización que, por más 
que sea muy representativa, por más que sea la ONG más grande del mundo, es solo una ONG? Eso ya está 
superado; lo vivimos en la discusión de la OIT en 2001 y 2002, cuando surgió la recomendación. La nueva 
recomendación de la OIT recoge los principios cooperativos. Por ende, al día de hoy, desde la legislación 
nacional perfectamente se puede hacer mención a esta normativa que ya es de carácter oficial internacional. 


Los contenidos de cada principio también generaron problemas; por ello, los pasaron a un anexo 
interpretativo. Entonces, si bien no figuran en el texto, este remite a un anexo en el que se explica qué quiere 
decir cada uno de ellos. 


No vamos a ahondar en la definición en este ámbito; solo diré que hay dos elementos que son cruciales para 
la legislación. Por un lado, hay una definición clara de lo que es una cooperativa. Esta es la definición 
doctrinaria universal; tiene la ventaja de ser la generalmente aceptada y aquella hacia donde apunta toda la 
legislación. De todos modos, hay países que opinan que, desde el punto de vista jurídico, no es lo más 
perfecto, que le faltan uno o dos elementos o que hay que redactarla de otra manera. Pero es la primera vez 
que ACI hace esos esfuerzos y OIT los recoge, y eso es importante porque OIT era la única organización 
oficial que tenía una definición propia. Entonces, tuvo que modificar su posición tradicional. 


Los dos elementos que aparecen subrayados en la imagen que estamos viendo, no son menores. Una 
cooperativa es una asociación de personas y, a la vez, una empresa. Por tanto, en eso se asemeja y se 
diferencia de otras figuras societarias asociativas en general. Este no es un tema pequeño para encuadrar y 
determinar el ámbito de la legislación de la cooperativa. Pienso que tiene su base en las personas, tiene 
determinados principios, determinado contenido, determinado proyecto. Lo que está en la base es la 
asociación de personas cuyo instrumento es una empresa que actúa en la economía; la cooperativa es un todo 
que reúne esos elementos. 


Esto tiene trascendencia en el campo de la interpretación e integración del derecho, para determinar si se le 
aplica o no el derecho de sociedades y hasta qué punto, si realmente es un derecho especial y, por tanto, tiene 
una regulación global común, abarcativa; en fin, tiene una cantidad de consecuencias. 


Ya nos hemos referido al marco legal actual. La normativa compleja y dispersa y la falta de un texto único 
general, etcétera, crea una gran incertidumbre jurídica y no beneficia la investigación. En Facultad de 
Derecho recién el año pasado se reinstauró una cátedra sobre cooperativismo. Había algunos especialistas 
desde el movimiento, algunos prácticos, pero no había generación de conocimiento y de investigación porque 
realmente este panorama no era demasiado alentador en ese sentido. También en la jurisprudencia uno podía 
advertir que salían sentencias imprevisibles por esta posibilidad de interpretar las cosas de muchas maneras al 
mismo tiempo. Esto da inseguridad a las cooperativas y a los socios en particular porque, en definitiva, si lo 
que lo rige es el estatuto y el socio individual no tiene por lo menos garantías mínimas, puede ser totalmente 
avasallado por la dirección de la cooperativa. Los socios de una cooperativa, los terceros contratantes, 
también deben tener muy claras las reglas de juego. Eso es en principio. Luego también resultaba en una 
cantidad de frenos. Por ejemplo, con respecto a los temas de interpretación e integración, si se trata de 
normas que tienen distinta filosofía, que vienen de distintas etapas históricas y que se aplican en distintas 
ramas, sacar conclusiones para todos era prácticamente imposible. 


A continuación, podemos ver un listado de leyes, que parece más bien una lista de lotería. No vamos a 
referirnos a cada una de ellas, pero la lista por sí sola ya es bastante representativa, a pesar de que estas son 
solo algunas normas. 


Vamos a detenernos en alguna de las ramas, por ejemplo, en las cooperativas de ahorro y crédito. En ese 
sector ahora hay un gran problema con las cooperativas falsas. Resulta que se aprobó una ley en el año 1971, 
que en aquel momento fue una buena ley, que luego fue derogada prácticamente en su totalidad por el 
Decreto Ley de Intermediación Financiera. Y no quedó nada. Entonces, hoy las cooperativas falsas, dentro de 
los márgenes que les permite ese vacío, hacen lo que se les ocurre. La Auditoría Interna de la Nación ha 


llevado a los juzgados a alguna de esas cooperativas, pero se han encontrado con que no hay base legal como 
para acusarlas de nada. 


En cuanto a la legislación en la rama de vivienda, merece una actualización, pero quizás sea lo que está 
mejor, junto con la que refiere a cooperativas agrarias. 


Podríamos seguir señalando lo que sucede en otras ramas, pero se presentan problemas parecidos. 


Todo esto genera interrogantes. El acto cooperativo está previsto por la ley de cooperativas agrarias. ¿Es 
extensivo a todos los demás? No sé. Como el acto de comercio es la piedra angular del sistema del derecho 
mercantil, el acto cooperativo en Latinoamérica -en otros lugares no- de alguna manera es la base de las 
construcciones de las relaciones intra e intercooperativas. 


¿Pueden las cooperativas realizar todo tipo de operaciones y actividades? Hoy algunas están vedadas 
expresamente, lo que vale la pena revisar. 


¿Pueden tener múltiple objeto o ser multiactivas? Pensamos que no, porque hay una norma para cada rama; si 
una no está dentro del número cerrado de ramas de actividad, se supondría que no. Siempre ha habido 
escapes que la norma no puede frenar. En su momento, cuando no existía ley de cooperativas, se recurría a la 
legislación de sociedades; cuando no había previsiones sobre ahorro y crédito y vivienda, se trataba del 
consumo de vivienda y de consumo del crédito, y estaba dentro de la legislación de consumo. Es decir, que 
siempre hay algún escape, pero son fuentes de incertidumbre completamente inadecuadas. 


La multiactividad es muy discutible, pero funciona en varios países. Paraguay es un caso típico, donde la 
cooperativa es la que provee los servicios esenciales en las localidades del interior, donde el Estado está muy 
retirado. Allí la misma cooperativa brinda el crédito, el servicio, el consumo; por ejemplo, vende la 
maquinaria, la financia y además canaliza la producción. No sé si eso es lo más eficiente, pero lo cierto es 
que nosotros hoy no tenemos legalmente esa posibilidad, por lo menos en algunas ramas. Y digo en algunas 
ramas, porque hay asimetrías; por ejemplo, las cooperativas agrarias sí lo pueden hacer. 


¿Las cooperativas pueden participar en sociedades comerciales? La práctica está demostrando que sí. En su 
momento se cuestionaba, porque podía haber objeciones de la Inspección de Hacienda; no ha habido 
modificaciones legales, pero en la práctica las cooperativas pueden participar en sociedades comerciales. 


El régimen de contralor de cooperativas es todo un capítulo para analizar políticamente. Lo cierto es que hoy 
hay una situación de lo más atípica y dispersa. La retribución de la parte social, los reajustes, límites, y todo 
lo que decíamos del régimen económico, hoy no está previsto, así como tampoco las formas de integración. 


¿Por qué una ley general? Porque es una condición necesaria -no suficiente- para que funcione una real 
política cooperativa; por la seguridad que brinda la norma; para mantener el justo equilibrio entre la 
autonomía de los socios y la cooperativa por un lado y el control normativo y el Estado por el otro; para 
facilitar un auténtico desarrollo. 


La posibilidad de crear secciones, la multiactividad, el hecho de consorciarse, permiten la existencia de ramas 
que hoy no existen en Uruguay, pero en otras partes del mundo sí. Pongo un ejemplo. Hoy aquí no está 
prevista una cooperativa mixta de trabajadores y usuarios. Es de trabajo o es de usuarios y los empleados son 
dependientes y, por tanto, están sometidos a la legislación laboral. 


Cuando hace algunos días vino Izaskun Alzola, nos decía que allá el modelo dominante es el que tiene los 
dos objetos: se da el servicio al colectivo de usuarios, pero también se proporciona una fuente de trabajo a los 
trabajadores que, a su vez, ya no son dependientes y, por lo tanto, participan de la gestión, de los resultados, 
pero también de los riesgos; no son dependientes, no se rigen por un convenio colectivo clásico, sino que son 
coempresarios con los usuarios. Allá eso resultó muy bueno. En definitiva, la legislación tiene que dar un 
marco para facilitar aquello que no es descabellado. Después cada uno hará sus opciones. 


La dispersión de las relaciones con el Estado y la falta de políticas congruentes y generales de desarrollo del 
cooperativismo tienen mucho que ver con esta dispersión de distintos Órganos estatales, Ministerios que 
regulan diferentes cooperativas. Esto no se pierde porque, por ejemplo, si hay una cooperativa de la salud el 
Ministerio de Salud Pública siempre tendrá que ver con eso. Lo mismo sucede en las otras Carteras. 


No ha habido incentivos para que se diga: "Este órgano estatal atiende a la promoción y al control del sano 
desarrollo del asociativismo y el cooperativismo". La legislación no facilita esto, más allá de lo que son las 
decisiones políticas. Más que distinguir cooperativas genuinas se trata de eliminar todas las formas de 
falseamiento del sistema. 


Además, tiene que haber una norma básica acerca de los derechos y deberes de los asociados, de los distintos 
órganos, de todo lo que no figure en el estatuto, las normas supletorias o imperativas en su caso, es decir que 
se fijen criterios básicos para asegurar un funcionamiento democrático real y efectivo. 


Con todos los cambios que se están procesando actualmente, sería muy importante que los aspectos contables 
y las auditorías se regularan en términos generales. 


En cuanto a la resolución de conflictos tratamos de incorporar la mediación, el arbitraje, que van mucho en el 
sentido de las legislaciones más modernas y que en las cooperativas tendrían un grado de generalización 
mayor que en cualquier otra sociedad, porque al regir los estatutos, si estos recogen las cláusulas de 
mediación, prácticamente ya se está definiendo una forma de componer los conflictos con personal 
especializado, superando todo lo señalado sobre el escaso conocimiento de quienes hoy tienen que laudar. 


Con respecto a los atributos de la ley, mencionamos la unicidad de la normativa, la autonomía de las 
cooperativas del sector, la adecuación de las relaciones con el Estado -registro, promoción y contralor, que 
son los roles clásicos de lo que hay que revisar-, modernización de los aspectos empresariales que ya vimos, 
instrumentos de capitalización, facilitación de la integración de la cooperativa y de los procesos de 
integración regional. 


Antes de hablar sobre la ley general, quiero aclarar alguna característica porque con seguridad quien inicia el 
análisis se puede preguntar lo mismo que nosotros en la etapa inicial. 


Había compañeros cuya posición, ante la situación preexistente -uno se acostumbra a todo; se puede decir 
que es muy defectuosa, pero es la historia y nos acostumbramos a este modo de funcionamiento que en algún 
sentido restringe enormemente y en otro da enorme libertad, porque no se sabe qué se puede y qué no-, era 
favorable a la redacción de una ley general que fuera equivalente -más o menos- al capítulo sobre 
Disposiciones Generales, en el que se fijan una cantidad de principios. Decían que debíamos tener una ley 
marco de alrededor de quince o veinte artículos, porque con lo demás nos hartamos. 


Nosotros coincidimos con derivar al estatuto todo lo que pueda ser autorregulable porque es parte de la 
autonomía del movimiento cooperativo dentro de un marco de legalidad y seriedad. En esto nos 
diferenciamos claramente de legislaciones muy detallistas como la española, que regula hasta cómo tiene que 
ser el estatuto, cómo se debe redactar, estableciendo que debe hacerlo un escribano. 


Ese margen de autorregulación no supone que la ley tenga que tener pocos artículos, porque hay muchos 
aspectos para regular aunque sean de carácter general. No seguimos el camino fácil de elaborar una pequeña 
ley; esta tiene muchos artículos aunque la característica general que mantiene es el margen importante de 
autorregulación. 


Además planteamos, sí, qué tuvo de transaccional y qué aspectos están para revisar. Los legisladores tendrán 
que revisar todo. Por un lado, si observamos los capítulos especiales relativos a cada una de las ramas de 
cooperativas, notamos que sí se recoge la historia; en consecuencia, hay capítulos que contienen dos o tres 
artículos y otros una cantidad enorme. ¿Por qué? Porque, por ejemplo, para vivienda era muy importante el 
Capítulo 10 de la Ley Nacional sobre Vivienda; entonces, lo mejoran y mantienen todo lo fundamental. En 
cambio, en otras ramas, la legislación general prácticamente recoge todo y no se necesita más que nombrar 
que esa modalidad existe. 


En las leyes especiales recogimos dos capítulos en los que vale la pena profundizar porque apunta a modelos 
de desarrollos, que se podrán compartir o no. Uno de ellos es el de las cooperativas sociales. No sé ni siquiera 
si tenemos que esperar que termine este proceso para dictar aunque sea una pequeña ley. 


Las cooperativas sociales nacieron en Italia hace casi treinta años y se extendieron por Francia, Suecia, 
España, Portugal. Para la coyuntura que vive el país puede resultar un muy buen instrumento, apoyado en 
políticas administrativas, en recursos técnicos, etcétera. 


En este caso no tenemos antecedentes; lo que hicimos fue transcribir algunos artículos como para que sean un 
objeto de estudio, es decir, para señalar que en las cooperativas sociales hay una vía de solución a 
problemáticas actuales. 


Por otra parte, las cooperativas de servicios profesionales y empresariales tampoco tienen una gran 
regulación, aunque por lo menos se prevé. Esto tiene que ver con su asociativismo. Yo creo que el 
asociativismo de las unidades productivas ya está en las cooperativas agrarias, que son unidades productivas 
individuales asociadas. 


En materia industrial, comercial, artesanal, etcétera, en otros lugares hay desarrollos importantes porque 
proveen servicios o una marca en común, o lugares de salida. No quiere decir que esto no se pueda hacer hoy, 
pero no hay un desarrollo importante de esa rama. Y acerca de esto advertimos sobre la existencia de una 
interesante posibilidad, fundamentalmente cuando se piensa crear volúmenes, estandarizar, salir al exterior, 
bajar costos, tener servicios comunes. De hecho, hoy hay cooperativas empresariales. Yo tuve la suerte de 
leer el estatuto de las radioemisoras del interior del país -CORI- y noté que aunque ese estatuto es de 
principios de la década del 60, prácticamente está ajustado a ese modelo. Sucede lo mismo con las 
cooperativas odontológicas como, por ejemplo, Cofi o Redentis, ya que el modelo que tienen es el de brindar 
servicios a todos ellos, una marca común, bajar una serie de costos, proveer de un servicio colectivo a la 
gente pero con identificación individual del profesional y, por lo tanto, elección libre de este. Eso es 
prácticamente un modelo de cooperativismo de servicios profesionales; es imposible hacer determinadas 
cosas, pero esto vale la pena porque puede ser parte de una política nacional. 


Después hay otras dos ramas en las que los textos necesariamente se deben actualizar. Una es la de trabajo, 
porque el año pasado logramos que surgiera una ley especial de cooperativas de trabajo asociado y el texto 
resultante fue obra de una negociación muy ardua con el Poder Ejecutivo. El resultado fue superior, aunque 
había fundamentos para mejorar textos y eso es necesario recogerlo; pero tampoco se abarcó toda la 
problemática. Precisamente, como hacía cinco años y medio que estábamos tramitando ese proyecto de ley, si 
lo hacíamos más complejo no iba a salir nunca. Hay aspectos en la legislación comparada que tienen que ver 
con las cooperativas de trabajo que hoy todavía no están en el proyecto que presentamos. Lo mismo sucede 
en el sector de ahorro y crédito. Lo que hicimos fue una aproximación, que me parece que fue interesante y 
que en su momento fue discutida con la Auditoría Interna de la Nación. No es lo más sano legislar por la 
anomalía; generalmente, hay que tratar de crear una figura que garantice la seriedad, pero la anomalía existe 
y está muy presente en todo lo que se regulaba. Seguramente se puede mejorar. Todo lo demás se puede 
mejorar, pero ahí sabemos que hay algunos capítulos. 


Les podemos acercar el estudio que hizo la Fundación Ezai, encargado por la doctora Izaskun Alzola. El día 
del lanzamiento de la Comisión Parlamentaria y de la Comisión Honoraria hizo una presentación que nos 
parece muy interesante por varias razones. Es un modelo proveniente de una zona del mundo en la que la 
competencia es sumamente fuerte y, por lo tanto, la legislación debe atender esos desafíos. Es un modelo 
netamente empresarial, porque la rama industrial es el corazón de todo el desarrollo de Mondragón -que 
factura más que el PBI de Uruguay-, y en el que existe la integración intercooperativa entre las distintas 
ramas. Además, es una legislación muy actualizada. El País Vasco en 1982 ya había actualizado la 
legislación, porque no le servía la tradicional y en 2002 o 2003 hizo una nueva actualización, en la que revisó 
todos los conceptos. Las observaciones que nos hacen pueden ser interesantes porque lo que nos parecía que 
podía ser una respuesta a largo plazo quizá se agote en un plazo menor. Teniendo en cuenta que llevamos 
sesenta años de lucha por una ley general de cooperativas no podemos correr el riesgo de requerir nuevas 
reformas en un plazo breve. Vamos a hacer el esfuerzo de que salga un texto que sea aceptable por mucho 
tiempo. 


SEÑOR BRUNO.- Estuvimos recogiendo algunas de las leyes que se detallaban. ¿Qué nivel de tensión 
hay entre el proyecto que tienen y cada una de las leyes que están vigentes? ¿Qué evaluación han hecho 
de esa comparación? Está muy bien que estudiemos y no nos contaminemos de posibles anomalías que 
pueda haber, pero no compliquemos las cosas de aquellas cooperativas que están funcionando bien. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Hay muchos vacíos. Salvo las disposiciones generales y la ley de 1946 no se 
encuentran otras leyes por ningún lado. Puede ser que eso permita ciertas libertades que hoy se pueden 
saltear y que en el futuro no sea así. 


En cuanto al control, esto supone una exigencia mayor. Por ejemplo, por el Decreto N* 223 de 1998 las 
cooperativas de vivienda deberían ser controladas por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, pero este hasta ahora no realiza ningún tipo de control. Las otras cooperativas tienen el 
control natural de la Auditoría Interna de la Nación, que no dispone de recursos. Cuando recién ingresó la 
nueva Auditora nos dijo que tenía cuarenta cooperativas en la lista, pero son mil doscientas. Ahí el corte es 
económico y tienen el control natural de aquellas que tienen activos o patrimonios por más de 60.000 UR, 
que ni se sabe cuáles son. Por debajo de esos montos ni siquiera tienen que reportar nada. Eso supone 
proporcionar información periódica y someterse a inspecciones, y este es uno de los temas neurálgicos. 
Algunas cooperativas, por comodidad, y otras que no son tan cooperativas, van a ofrecer resistencia. 


Hay otras cosas que son libertades, pero que algunas cooperativas recelan. La posibilidad de la existencia de 
multiactividad -que no incluimos a texto expreso- o de secciones con operatorias específicas de otras ramas, 
no está prevista y genera temores, porque se piensa que aquella cooperativa que hoy está en consumo podría 
poner una rama de crédito y competiría con la de ahorro y crédito. Ese es el temor a la competencia; no es 
otro el fundamento. Como decían los paraguayos, la cooperativa del pueblo trata de dar todo a la gente, pero 
después hay un tema de especialización, de gestión y de gerenciamiento adecuado. 


Hay otro tema latente. Siguiendo las recomendaciones de Naciones Unidas y de la OIT, hay una participación 
del movimiento cooperativo organizado, en el órgano que está propuesto como consejo del cooperativismo, 
en el órgano oficial, que aquí se prevé, que es minoritaria. Se trata de que el movimiento cooperativo 
organizado tenga posibilidades de dialogar con el Estado a través de eso que hoy es la Comisión Honoraria 
del Cooperativismo y que después sería un órgano de promoción. Pero el bajo porcentaje de cooperativas que 
están por fuera de todo tipo de integración y que no quieren integrarse a nada lo ven como un pelito. Va a 
controlar gente que tiene filosofía de movimiento y, por lo tanto, una visión común. 


Esos son los puntos neurálgicos. Pensábamos que las resistencias iban a estar en los instrumentos más 
novedosos de capitalización, del socio colaborador y de la cooperativa mixta -que por su porcentaje de socios 
es más bien una sociedad comercial que funciona como una sociedad en comandita donde una parte trabaja 
con lógica cooperativa y, otra, con lógica de lucro- pero, en la interna, ese tipo de cosas prácticamente no 
generaron problemas. 


También decimos que si bien en este proyecto de ley hay instrumentos novedosos, los elementos esenciales 
de la identidad cooperativa están resguardados; creatividad sí, pero no para cualquier cosa. 


Las resistencias a esta iniciativa estuvieron en que preferían que los controles los hiciera alguien designado 
por el Poder Ejecutivo que fuera desconocido y no gente conocida; esto lo van a poder corroborar en el 
trámite de este proyecto. Pienso que estas dudas no provienen de la legislación existente sino del actual 
descontrol, en el que las alternativas tienen esa dificultad. 


Con respecto a la promoción, quiero decir que hay dos modelos. Uno es el que existe, por ejemplo, en 
Argentina, donde está el Instituto Nacional de Asociativismo y de Economía Social, INAES. La promoción y 
el contralor están en un mismo órgano que, además, es paritario. Es más: las cooperativas y las mutuales -que 
son muy fuertes- son mayoría en la Dirección de la institución. El contralor lo hace un órgano 
desconcentrado dentro del INAES, para dar garantías de independencia, autonomía, no presión, etcétera. 


En el otro modelo -que existe, por ejemplo, en Colombia- hay un órgano de promoción de integración 
paritaria y una superintendencia de la economía social o solidaria -que abarca más que las cooperativas-, 
especializada en el tema. 


Estamos dispuestos a considerar este último modelo como una alternativa; no es lo que está plasmado en el 
proyecto pero podría ser interesante. Lo que realmente no funciona es que el mismo órgano de contralor 
general del Estado de las sociedades comerciales que conoce los recursos, la gente y las posibilidades que 
tiene, también se encarga de controlar el funcionamiento económico y social de la mayoría de las 
cooperativas. Además, cuando hay fenómenos de falsedad, más que en los estados contables se dan en el 
funcionamiento social. Entonces, hay que analizar si de verdad se hacen asambleas, si se hacen 
convocatorias, si los socios tienen idea de que realmente son los dueños de la institución, cómo se distribuyen 
los excedentes, cómo se retribuye la Dirección, a quién se presta, de quién se toma el dinero, etcétera. En esas 
cosas es en las que uno se da cuenta si una cooperativa es tal o no. 


SEÑOR HOUNNIE.- El señor Diputado Bruno preguntaba si esto ya estaba hecho y si las distintas 
modalidades no opinarían diferente. En este sentido, debemos decir que esto se hizo con la 
participación de todos, salvo los que no están federados. Este proyecto nos llevó mucho tiempo. No es 
una iniciativa solo de CUDECOOP, de las federaciones o de las cooperativas sino que es el fruto de una 
construcción muy participativa; todo lo que figura aquí fue acordado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer una consulta con respecto a lo que dijo el señor Presidente en 
cuanto a las cooperativas sociales. Actualmente, esta modalidad puede constituirse en una alternativa 
dada la realidad que vive el país con la implementación del Plan de Emergencia y demás. Me gustaría 
saber cómo ven esta posibilidad. En algunas áreas existe el criterio de no aprobar leyes por pedazos, 
sobre todo en esta, donde la experiencia es precisamente la inversa. 


SEÑOR ADDIEGO.- Creemos que las cooperativas de vivienda y de ayuda mutua son el elemento 
idóneo para empezar las cooperativas de inserción social, ya que están muy cerca de los asentamientos 
y muchas veces han convivido. Inclusive, dentro de FUCVAM tenemos cooperativas que han nacido en 
asentamientos. Hay un conocimiento que se va dando, y es una experiencia muy rica. 
Lamentablemente, digo, estamos haciendo experiencia en eso, porque en nuestro país no hay 
antecedentes al respecto. 


Lo que nosotros pretendemos es, a través de la formación de núcleos de vivienda, introducirlos en la cultura 
del trabajo, darles cursos de capacitación, etcétera. En este sentido, se firmó un convenio con el Ministerio de 
Desarrollo Social por el que nosotros vamos a ser uno de los partícipes en este tema. Por este motivo, 
planteamos que sean este tipo de cooperativas. No creemos que las cooperativas de ahorro y crédito tengan 
muchos socios de asentamientos y menos aún las cooperativas agrarias; podrían tener algunos las 
cooperativas de producción, pero son mínimas. 


Creemos que, luego de su nacimiento, algunas de estas cooperativas -nuestra idea es, en algún momento, 
hacerlas de servicio o de producción- van a crecer y otras muchas van a morir. Además, si se consiguen 
trabajos genuinos, mucho más dignos de los que hay ahora, no van a seguir funcionando. En este momento 
no nos atrevemos a decirles que esta va a ser la salvación de toda esta gente. Es más: tenemos miedo, pero es 
un riesgo que queremos correr. A pesar del miedo que esto nos infunde -porque en más de una oportunidad se 
va a tomar como un fracaso del movimiento cooperativo, porque se van a disolver algunas cooperativas de 
inserción social-, pensamos que para el país va ser muy positivo. Hay que tener claro esto -ustedes deben 
tenerlo en cuenta- para que, en el futuro, no nos arrojen piedras por esta idea que estamos plasmando. 


SEÑOR GUTIÉRREZ.- Con la legislación actual se pueden hacer ensayos de cooperativas sociales, 
pero serían limitados. 


Por otro lado, no se trata solo de una figura sino de parte de una política. Hay dos tipos de cooperativa social 
y en esto coincidimos con la Asociación Nacional de ONG, que es la que está sufriendo el problema. Por un 
lado, están las organizaciones de técnicos especializados en brindar servicios sociales muy sensibles para el 
país que contratan con entidades del Estado y que hoy aparecen como ONG pero, en definitiva, son 
cooperativas sociales, es decir, son cooperativas de técnicos que dan prestaciones sociales y que de alguna 
manera se asocian con el Estado. Ese es un modelo que uno puede pensar que es autosustentable, si bien 
depende en cierta medida de la contratación pública, aunque también hay una cantidad de servicios que 
perfectamente pueden ser abiertos al público y financiados por este. Me refiero a servicios de educación, de 
atención a gente mayor, enfermos, etcétera. En fin, hay una cantidad de servicios. Ahí estamos ante un tema 
de regulación y viene bien tener un marco adecuado. Esto es lo que se hace en Italia, donde hay como 70.000 
asociados. Son un servicio eficaz y menos costoso que el Estado pero, al mismo tiempo, asociado a este; 
tampoco funciona simplemente en la órbita privada con las leyes del mercado y, por tanto, se restringe a la 
gente que lo puede pagar. 


El otro modelo es el que mencionaba el señor Addiego, pero sin el apoyo estatal decidido no funciona. Ahí se 
precisa legislación por más de una razón: primero nos debemos preguntar ¿quiénes puedan ser socios? Socios 
son colectivos desprotegidos que, por ejemplo, pueden ser expresidiarios, gente que esté en situación de 
exclusión social por otros motivos, personas que se están recuperando por sufrir toxicomanía, alcoholismo, 


etcétera. Hay gente que, sencillamente por pertenecer a determinados estratos sociales, les cuesta 
enormemente insertarse laboralmente por todas las razones que conocemos. 


Además, ¿quiénes pueden ser socios? Son socios los técnicos que los apoyan, junto con ese colectivo; 
también pueden ser socios organizaciones estatales, así como asociaciones civiles de voluntariado. En este 
caso se mezclaría lo que es trabajo voluntario con el trabajo remunerado. Si hoy por hoy no hay normas esa 
plasticidad no se puede lograr. 


En cuanto al tema tributario ni hablar; esto funciona con exenciones totales. 


Citaré un caso que hemos vivido en mi pueblo. Me refiero, por ejemplo, a gente que tiene discapacidades 
intelectuales. Recuerdo que en el departamento de Durazno hay chiquilines -que, por cierto, trabajan bárbaro- 
que tienen quince años y siguen en la escuela porque es la única manera de seguir integrados y trabajando. 
Eso hay que resolverlo. Estoy seguro que ello sucede en todo el país. 


Por otra parte, me referiré a quiénes se asocian. Como decíamos hoy, son cooperativas que pueden ser de 
trabajo ya que brindan cualquier tipo de servicio, y esto es porque pueden ser mixtas. Por ejemplo, hacen 
servicios de mantenimiento, limpieza, etcétera y con eso se proporcionan su sustento pero si, por ejemplo, 
son sordomudos o ciegos, los servicios para su enfermedad son parte del objeto de la cooperativa. Por un lado 
son cooperativas de trabajo pero, por otro, proporcionan servicios a las necesidades que tiene ese colectivo. 
Esto no está previsto en la legislación actual; ahí se precisa una regulación especial. Además, como no son 
tan lejanas estas experiencias, creo que hasta se puede consultar como han sido los distintos desarrollos. 


Hoy nos decían del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales de España que el tema de pedir exoneraciones 
pasó a un segundo orden y que, en realidad, se está trabajando en obtener cuotas de mercado. Me refiero, por 
ejemplo, a que el 5% de la contratación del Palacio Legislativo en temas que se tercerizan se realice a través 
de cooperativas sociales. Hay varias comunidades autónomas que están trabajando a fondo ese tema. 


Creo que esto tiene muchas posibilidades, aunque necesita un apoyo muy fuerte, es decir, asesoramiento y 
hasta conducción y cierta tutela. En una cooperativa tradicional no admitiríamos que nos tutelen desde 
afuera; pero, en ese caso, si por lo menos en las etapas iniciales no tiene un sostén muy fuerte, evidentemente 
pueden tender a caerse. 


El señor Addiego se refería a la primera etapa laboral. Hay gente que realmente no tiene formación suficiente 
o procede de colectivos que normalmente son excluidos, pero una vez que tengan una experiencia laboral 
acumulada, así como también determinada calificación, pueden perfectamente salir de la cooperativa y pasar 
a integrarse en el mundo laboral con otras opciones. Nuestra idea es que se dé un tránsito. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Haré un pequeño comentario sobre las cooperativas sociales. 


Antes de que se armara el Plan de Emergencia, hicimos llegar al equipo que en aquel momento funcionaba - 
ni siquiera se hablaba de la creación del Ministerio ni estaba en el horizonte-, a nombre de CUDECOOP, 
nuestro ofrecimiento de participar en el Plan de Emergencia y sacamos el capitulito del proyecto de ley y 
ofrecimos las cooperativas sociales como una herramienta nueva en el sentido de que el asistencialismo no 
sea la constante, sino que también en todo lo relativo al trabajo por Uruguay -como señalaba el señor 
Addiego- se le vaya incorporando a la gente elementos de asociativismo, de solidaridad y valores. Me refiero 
a aquella frase que dice: "Te doy el pescado y aparte te enseño a pescar". 


Ultimamente nos hemos enterado de que la herramienta de las cooperativas sociales está siendo objeto de un 
tratamiento. Sabemos que la señora Senadora Percovich anda con la bandera como si fuera una lanza en 
ristre. 


A nosotros nos pasa aquello que mencionaba el Presidente al principio. Sucede que tenemos como dos 
estrategias, lo que genera la tensión interna de decir: "¡No!; defenderemos el proyecto de ley completo, a 
ultranza y no le vamos a cambiar ni una letra, a no ser que se apruebe todo. Por otro lado, surge esto como 
una necesidad. El tiempo lo dirá; la situación política lo dirá. Nosotros trajimos cierto material. 


Precisamente, hoy hablábamos de la posibilidad de traer gente de Italia que tiene mucha experiencia en el 
tema de las cooperativas sociales. El hecho de que CUDECOOP sea una organización cúpula, de tercer 
grado, motiva que haya un amplio relacionamiento de tipo internacional. Quizás antes de fin de año haya 
posibilidades de hacer algún tipo de seminario o mesa redonda para discutir a fondo la experiencia de las 
cooperativas sociales y tomar situaciones y casos concretos que estén muy actualizados en este sentido. 


Otro tema que nos preocupa es el de la regulación alternativa de las cooperativas de ahorro y crédito. No 
queremos ser presuntuosos ni grandilocuentes, pero pensamos que ahí podía estar en juego el tema del tan 
mentado Uruguay productivo. Es decir, qué políticas se aplican para el financiamiento productivo. Estamos 
trabajando en ello. 


También está todo lo relativo al contralor. Entonces, allí puede darse una situación en la que haya un capítulo 
que pueda querer satelizarse; esperemos que no sean muchos, sino nos vamos a quedar, por un lado, con un 
esqueleto y, por otro, con las demás cosas. 


Quiero extenderles a los miembros de esta Comisión una invitación. El día martes realizaremos una 
presentación de las conclusiones de un equipo multidisciplinario que se formó en CUDECOOP, en el marco 
de un proyecto de ACI América -Alianza Cooperativa Internacional de las Américas- que se denomina 
PRICA, Proceso Regional de la Integración Cooperativa de las Américas, que en doce países apunta a 
estudiar toda la temática de las integraciones regionales por los diferentes bloques y el tema del libre 
comercio. También se cuenta con la ayuda de una agencia canadiense denominada Sociedad de la 
Cooperación para el Desarrollo Internacional. Hace cuatro meses que estamos trabajando y tenemos una 
visión general sobre el tema. Hemos podido ver cómo este proceso afecta a dos sectores cooperativos, que 
son los de ahorro y crédito y el agrario. 


El día martes vamos a presentar las conclusiones, y en los próximos días arribará el señor Ministro de 
Economía Popular de Venezuela. 


Pensamos que es un lindo trabajo para que ustedes lo conozcan; de todos modos, se lo enviaremos impreso 
para que lo tengan presente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos parece muy interesante el seminario porque podría ser un elemento más 
para tener en cuenta a fin de tratar el proyecto. 


Agradecemos vuestra presencia. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


